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Magistrado Ponente: 
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Temas:   
DEBIDO PROCESO / RECURSO DE APELACIÓN DECLARADO DESIERTO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / NIEGA. “El abogado del actor dentro del trámite penal de la referencia al elevar el recurso de apelación y optar por sustentarlo de manera escrita se encontraba en la obligación de hacer llegar el memorial correspondiente dentro de los 5 días siguientes según lo consagrado en el artículo 179 C.P.P. modificado por el 91 de la ley 1395/10, y dentro del horario fijado por el citado Acuerdo CSJRA 15446 de octubre 2 de 2015. No es atendible que indique que el mismo no era conocido por él, puesto que se le dio la suficiente publicidad dirigida a las personas que hacen uso del servicio de justicia en nuestro Departamento, y en caso de que verdaderamente el togado no estuviera informado al respecto, era su deber averiguar lo pertinente para poder presentar el recurso dentro del término y horario legalmente establecidos, en aras de cumplir de manera adecuada la labor que le fue encomendada, lo cual tampoco hizo. Es claro entonces que la determinación adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) al declarar desierto el recurso se encuentra ajustada a derecho, toda vez que tuvo como fundamento el incumplimiento del profesional del derecho de sustentar la impugnación dentro del plazo consagrado en la normativa procesal penal, al enviar el escrito vía correo electrónico pasadas las 4:00 p.m., hora límite que tenía para presentarlo de conformidad con el horario de atención al público, cualquiera fuera el medio escogido. Un trato diferente sí constituiría una afectación de derechos fundamentales y un incumplimiento al ordenamiento procesal penal, puesto que no sería aceptable aplicar de manera estricta el horario judicial solo a las personas que acudan de manera personal a los despachos, y a quienes opten por presentar sus memoriales vía electrónica extenderles dicho término sin que exista ninguna disposición normativa que así lo indique. Adicionalmente, como bien lo dijo el representante del Ministerio Público, el tema ya ha sido abordado por la H. Corte Suprema de Justicia en la sentencia CSJ STP, 07 feb. 2013, rad. 65035, decisión en la cual indicó que los trámites procesales deben realizarse dentro de los términos preclusivos, comprendidos en la jornada de atención al público, tesis que ha sido compartida por la jurisprudencia tanto de la Corte Constitucional como del Consejo de Estado. En esas circunstancias, no se observa por parte alguna la vulneración de los derechos fundamentales reclamados, y deviene imperativo declarar improcedente la solicitud de amparo por ausencia de los requisitos que hacen viable la tutela contra providencias judiciales, puesto que las vías de hecho son defectos graves en el ejercicio de la actividad jurisdiccional que comprometen el debido proceso y la integridad del ordenamiento jurídico, categoría en la cual solamente encajan las decisiones judiciales que realmente contengan un pronunciamiento arbitrario, con evidente, directa e importante repercusión perjudicial en los derechos fundamentales, no aquellas que estén sustentadas en la ordenamiento jurídico atinente a la materia.”.
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                                             RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiocho (28) de febrero de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N° 178
                                                    Hora: 3:50 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano  RAÚL ANTONIO NARVÁEZ MACÍAS mediante apoderado judicial contra el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia.
2.- SOLICITUD 

Lo narrado en el escrito de tutela se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas tramitó proceso penal por la conducta punible de homicidio culposo contra el hoy accionante RAÚL ANTONIO NARVÁEZ MACÍAS radicado al N° 661706000066200800559, dentro del cual fue emitido fallo de primera instancia en septiembre 28 de 2016; (ii) frente a la citada decisión el defensor del judicializado interpuso recurso de apelación en la oportunidad legal, y solicitó al juez permitirle enviar la sustentación por correo electrónico dentro de los 5 días siguientes, debido a que tanto él como su representando tienen su domicilio en la ciudad de Bogotá D.C., a lo que el funcionario accedió con la condición de que se autenticara el escrito en su totalidad -exigencia que en su sentir es desproporcionada- , y se remitiera en físico al despacho; (iii) pese a que se cumplió con esa carga, y se envió el archivo al email pctodesdosq@cendoj.ramajudicial.gov.co, en auto de octubre 06 de 2015
 se declaró desierto el recurso, al tener por extemporánea la sustentación con fundamento en el horario consagrado en el Acuerdo CSJRA-15-446 de octubre 02 de 2015, contra el cual elevó reposición, misma que fue resuelta en forma desfavorable a sus intereses en proveído de octubre 14 de 2016; (iv) las citadas decisiones vulneran el debido proceso y el acceso a la administración de justicia, al no permitir que el superior jerárquico analice los argumentos expuestos en la impugnación; (v) los plazos fijados en la ley se entienden hábiles, a menos de que se consigne lo contrario, lo cual no es atendido por el accionado, quien pretende exigir el cumplimiento de un acuerdo del Consejo Seccional que contraría lo señalado en el ordenamiento legal; y (vi) se encuentran reunidos los presupuestos establecidos en la sentencia C-590/05 para la procedencia del amparo, por cuanto el asunto es de relevancia constitucional al estar relacionado con el principio de la doble instancia, se agotaron los medios de defensa judiciales ordinarios y extraordinarios, incluso, el recurso de queja, se cumple con la inmediatez al interponerlo dentro de un plazo razonable, y se indican cuáles son los hechos que generaron la vulneración.
De acuerdo con lo anterior, se solicita ordenar al despacho accionado revisar las providencias anotadas y materializar las garantías vulneradas, al permitir que la segunda instancia resuelva lo que en derecho corresponda.
3.- CONTESTACIÓN

3.1. -El titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) indicó que ese despacho emitió sentencia de primera instancia dentro del proceso penal tramitado contra el hoy accionante en septiembre 28 de 2016, frente a la cual el apoderado de éste interpuso recurso de apelación, que según indicó sustentaría por escrito dentro de los 5 días siguientes, término que fenecía en octubre 05 de 2016. 
En esta última fecha a las 4:43 p.m., fue recibido correo electrónico contentivo del memorial correspondiente a la sustentación, cuyo soporte físico llegó en octubre 10 del mismo mes y año, y en la página 9 vuelto del documento se observa que la presentación personal se hizo ante la Notaría Tercera del Círculo de Bogotá en octubre 5 de 2016 a las 4:07 p.m., situación que ameritó que se declarara desierto el recurso, toda vez que mediante Circular CSJRA15 de octubre 2 de 2015 el Consejo Seccional de la Judicatura fijó como horario de trabajo del Distrito el de 7:00 a 12:00 y de 1:00 pm. a 4:00 p.m., cuyo desconocimiento por parte del citado abogado no es atribuible al despacho como lo indica, sino que con ello pretende justificar su falta de diligencia.

Las decisiones tomadas en octubre 6 y 14 de 2016 se ciñeron a la Constitución y a la ley, al punto que se ordenó dar trámite al recurso de queja interpuesto por el apoderado judicial del señor RAÚL ANTONIO NARVÁEZ MACÍAS, y en noviembre 11 de 2016 la Sala Penal del Tribunal Superior se abstuvo de conocerlo.
En esas condiciones no existe una vía de hecho, y se debe denegar la acción impetrada.
- El Procurador Judicial indica que no se ha vulnerado derecho fundamental alguno del actor, y por ello el amparo debe declararse improcedente.
Según lo consagrado en el artículo 179 C.P.P. modificado por el 91 de la ley 1395/10, el recurso de apelación contra sentencia debe sustentarse oralmente en la misma audiencia, o por escrito dentro de los 5 días siguientes, y por su parte el artículo 157 de la Ley 906/04 dispone que las actuaciones que se surtan ante el juez de conocimiento se adelanten en días y horas hábiles, de acuerdo con el horario judicial establecido oficialmente, y se tiene que el horario para los despachos judiciales de Dosquebradas es de 7 a.m. a 12:00 m. y de 1 a 4 p.m., conforme la circular 446 de octubre 02 de 2015 del Consejo Seccional de la Judicatura.

De acuerdo con lo anterior la fecha límite para presentar el recurso era octubre 05 de 2016 a las 4:00 p.m., por consiguiente si el accionante presentó la sustentación en esa fecha a las 4:43 p.m., lo hizo de manera extemporánea, y como consecuencia de ello el juez declaró desierto el recurso, posición que es respaldada con lo que al respecto ha establecido la H. Corte Suprema de Justicia en sentencia CSJ STP, 07 feb. 2013, rad. 65035 -transcribe el aparte pertinente.

En esas condiciones, la actuación resulta acorde con la normativa aplicable, y es inadmisible que el juez constitucional entre a revisarla por el simple disenso del tutelante, porque con ello se vulneraría la independencia y autonomía que caracteriza a los jueces en el Estado Social de Derecho, tal como jurisprudencialmente se tiene establecido -sentencia T-1072/00-.
En conclusión, el amparo debe ser despachado desfavorablemente al no haber irregularidad alguna en el proceder del funcionario accionado, ya que la actuación anómala se encuentra en cabeza del defensor, quien no cumplió con la carga procesal de sustentar el recurso de manera oportuna.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde a esta Colegiatura determinar si en el asunto sometido a estudio se configura alguna de las causales de procedibilidad de la acción de tutela para hacer la revisión de una decisión judicial que se encuentra en firme.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso la solicitud del ciudadano RAÚL ANTONIO NARVÁEZ MACÍAS está dirigida básicamente a que se protejan sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la Administración de Justicia, los cuales considera afectados por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) al haber declarado desierto el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia emitida por ese despacho en septiembre 28 de 2016, dentro del proceso penal tramitado en su contra por la conducta punible de homicidio culposo radicado al N° 661706000066200800559.
Como quiera que se ataca una determinación adoptada por una autoridad judicial, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar decisiones judiciales, para luego establecer si hay o no lugar a efectuar un análisis de fondo al caso concreto
.

Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al cumplimiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional  ha precisado en múltiples providencias, entre otras, en la  C-560/05 y T-332/06.

Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora, y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico pueden sintetizarse así: a) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; c) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d) defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; f) error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; g) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; h) desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, y i) violación directa de la Constitución.
Así mismo la H. Corte Suprema de Justicia, frente a la interposición de acciones de constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado 
 que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite  tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la decisión que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza corresponde al juez ordinario.

Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad al caso concreto en lo que hace referencia con los requisitos genéricos se tiene que: (i) el asunto planteado es de relevancia constitucional por estar íntimamente ligado con el principio de la doble instancia; (ii) hizo uso de los mecanismos ordinarios, ya que interpuso los recursos de reposición y queja frente al auto que declaró desierta la apelación; (iii) se presentó el amparo dentro del término racional, esto es, tres meses después de finiquitarse el trámite ordinario; y (iv) se indicó que la supuesta irregularidad tiene incidencia respecto de los derechos al debido proceso y acceso a la Administración de Justicia de la parte actora
No obstante, en lo relacionado con las exigencias de tipo específico no se cumplió con la carga argumentativa y probatoria que le correspondía al pretender que se deje sin efecto una decisión judicial emitida por un Juez de la República competente para ello, amparada por la doble presunción de acierto y legalidad, porque los reparos frente a esa determinación se contraen a que el juez tuvo en consideración el Acuerdo CSJRA-15-446 de octubre 02 de 2015, desconocido hasta ese momento para él, lo cual en criterio del tutelante no es acorde con lo dispuesto en el ordenamiento penal en cuanto a que los plazos son dados en días y horas hábiles, mas no indicó por qué en su criterio el horario consagrado en esa disposición no reúne esas características, y menos aún en razón de qué el mismo debía ser inaplicado en el caso concreto para proceder a conceder al recurso.
Contrario a lo considerado por el tutelante, el juez accionado estaba en el deber de tener en consideración el citado acto administrativo emanado del Consejo Seccional de la Judicatura -Acuerdo CSJRA 15446 de octubre 2 de 2015, adicionado por el Acuerdo CSJRA 15447 de octubre 14 de 2016-, ya que de conformidad con el artículo 157 ibídem las actuaciones que se surtan ante el juez de conocimiento se adelantan en días y horas hábiles, y de conformidad con el horario establecido, y precisamente en ese Acuerdo se estableció el horario para todos los despachos de la Rama Judicial en el Departamento de Risaralda por una autoridad que está facultada legalmente para ello, el cual es de público conocimiento debido a las múltiples reuniones que se hicieron para su socialización con los diferentes usuarios en este Distrito.
El abogado del actor dentro del trámite penal de la referencia al elevar el recurso de apelación y optar por sustentarlo de manera escrita se encontraba en la obligación de hacer llegar el memorial correspondiente dentro de los 5 días siguientes según lo consagrado en el artículo 179 C.P.P. modificado por el 91 de la ley 1395/10, y dentro del horario fijado por el citado Acuerdo CSJRA 15446 de octubre 2 de 2015.

No es atendible que indique que el mismo no era conocido por él, puesto que se le dio la suficiente publicidad dirigida a las personas que hacen uso del servicio de justicia en nuestro Departamento, y en caso de que verdaderamente el togado no estuviera informado al respecto, era su deber averiguar lo pertinente para poder presentar el recurso dentro del término y horario legalmente establecidos, en aras de cumplir de manera adecuada la labor que le fue encomendada, lo cual tampoco hizo.
Es claro entonces que la determinación adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) al declarar desierto el recurso se encuentra ajustada a derecho, toda vez que tuvo como fundamento el incumplimiento del profesional del derecho de sustentar la impugnación dentro del plazo consagrado en la normativa procesal penal, al enviar el escrito vía correo electrónico pasadas las 4:00 p.m., hora límite que tenía para presentarlo de conformidad con el horario de atención al público, cualquiera fuera el medio escogido.
Un trato diferente sí constituiría una afectación de derechos fundamentales y un incumplimiento al ordenamiento procesal penal, puesto que no sería aceptable aplicar de manera estricta el horario judicial solo a las personas que acudan de manera personal a los despachos, y a quienes opten por presentar sus memoriales vía electrónica extenderles dicho término sin que exista ninguna disposición normativa que así lo indique.

Adicionalmente, como bien lo dijo el representante del Ministerio Público, el tema ya ha sido abordado por la H. Corte Suprema de Justicia en la sentencia CSJ STP, 07 feb. 2013, rad. 65035, decisión en la cual indicó que los trámites procesales deben realizarse dentro de los términos preclusivos, comprendidos en la jornada de atención al público, tesis que ha sido compartida por la jurisprudencia tanto de la Corte Constitucional como del Consejo de Estado.
En esas circunstancias, no se observa por parte alguna la vulneración de los derechos fundamentales reclamados, y deviene imperativo declarar improcedente la solicitud de amparo por ausencia de los requisitos que hacen viable la tutela contra providencias judiciales, puesto que las vías de hecho son defectos graves en el ejercicio de la actividad jurisdiccional que comprometen el debido proceso y la integridad del ordenamiento jurídico, categoría en la cual solamente encajan las decisiones judiciales que realmente contengan un pronunciamiento arbitrario, con evidente, directa e importante repercusión perjudicial en los derechos fundamentales, no aquellas que estén sustentadas en la ordenamiento jurídico atinente a la materia.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA
PRIMERO: SE NIEGA el amparo deprecado por el ciudadano RAÚL ANTONIO NARVAÉZ MACÍAS. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
�La fecha real de la providencia es octubre 06 de 2016


� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747
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